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Asunto:        Conflicto de competencia  

Extracto: Dirime Conflicto. 
 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Se dirime el conflicto negativo de competencia suscitado entre el 

JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE 

CONTROL DE GARANTÍAS DE SABANETA y el JUZGADO 

SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, para 

conocer de la solicitud de aprehensión y entrega de un automotor con 

garantía mobiliaria, promovida por RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑÍA 

DE FINANCIAMIENTO, contra LISANDRO DE JESÚS ARBOLEDA 

RESTREPO. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

Previo reparto el asunto en referencia correspondió al JUZGADO 

MUNICIPAL DE SABANETA, el que en auto del 12 noviembre de 2.021 

lo rechazó argumentando que la competencia para realizar “diligencias 

varias” se determina por el domicilio del demandado, tal como deviene 
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del numeral 14 del artículo 28 del C. G. del P., visto en armonía con la 

Ley 1676 de 2.013 y el Decreto 1835 de 2.015.  

 

En ese sentido, como la dirección del accionado corresponde a 

Medellín, ordenó remitir el asunto a los Juzgados de este municipio1. 

 

Recibido el asunto por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE 

MEDELLÍN, en auto del 25 de mayo de 2.022 propuso conflicto 

negativo de competencia, considerando que en el poder y la solicitud 

de marras, se indicó que el domicilio del demandado es Sabaneta, y 

que Medellín figura como sitio de notificaciones, por lo que tratándose 

del ejercicio de un derecho real nacido en la constitución de la garantía 

mobiliaria, la competencia recae en modo privativo en el Juez donde 

se encuentre el bien, que en este caso es Sabaneta (numeral 7° del 

artículo 28 procesal civil), aunado a que fue la elección de la 

demandante radicar la demanda en tal lugar. 

 

Suscitado el conflicto, se decide de acuerdo con la atribución dispuesta 

por los artículos 35 y 139 inciso 1° del C. G. del P. 2, previas: 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

La jurisdicción es entendida como el poder de administrar justicia por 

parte del órgano Estatal –artículo 116 Constitución Nacional-, y la 

competencia es el modo o manera como se ejerce dicha potestad, 

                                                 
1 También citó los autos AC6494-2017, AC7293-2017, AC519-2018, todos de la Sala Civil 

de la Corte Suprema de Justicia. 
2 Reza así la norma en su parte pertinente: “Artículo 139. Trámite. Siempre que el juez 

declare su incompetencia para conocer de un proceso ordenará remitirlo al que estime 

competente. Cuando el juez que reciba el expediente se declare a su vez incompetente 

solicitará que el conflicto se decida por el funcionario judicial que sea superior funcional 

común a ambos, al que enviará la actuación. Estas decisiones no admiten recurso.”. 
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estando esta última regulada por una serie de criterios o factores, y 

revestida por los principios de orden público, legalidad, imperatividad, 

inmodificabilidad e  indelegabilidad3.   

 

De entrada se reconoce el choque entre dos normas que atribuyen 

competencia; en primer lugar, cuando se ejercen derechos reales “será 

competente de modo privativo, el juez del lugar donde estén ubicados 

los bienes, y si se hallan en distintas circunscripciones territoriales, el 

de cualquiera de ellas a elección del demandante”4. (numeral 7° del 

artículo 28 del C. G. del P.). Subraya adrede. Es decir, en esos 

asuntos existe un fuero exclusivo. 

 

No obstante, tratándose de la práctica de la “diligencia de aprehensión 

y entrega” sobre garantías mobiliarias consagrada en la ley 1676 de 

2.013, que en su artículo 60 establece el trámite de “pago directo” para 

satisfacer el crédito con el bien grabado, también resulta aplicable el 

numeral 14° del artículo 28 procesal civil, el cual explica que la 

competencia en la práctica de pruebas extraprocesales, 

requerimientos y diligencias varias, corresponde al juez “del lugar 

donde deba practicarse la prueba o del domicilio de la persona con 

quien debe cumplirse el acto, según el caso”5. 

                                                 
3 Corte Constitucional. Sentencia T-357 de 2002; Ver también AC1412-2022, Sala Civil de 

la Corte Suprema de Justicia. 
4 Tal norma completa consagra que: “En los procesos en que se ejerciten derechos reales, 

en los divisorios, de deslinde y amojonamiento, expropiación, servidumbres, posesorios de 

cualquier naturaleza restitución de tenencia, declaración de pertenencia y de bienes 

vacantes y mostrencos, será competente de modo privativo, el juez del lugar donde estén 

ubicados los bienes, y si se hallan en distintas circunscripciones territoriales, el de 

cualquiera de ellas a elección del demandante”. 
5 Sobre el particular la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha dicho: “En efecto, el 

parágrafo segundo del artículo 60 de la ley 1676 de 2013 expresó que: «[s]i no se realizare 

la entrega voluntaria de los bienes en poder del garante objeto de la garantía, el acreedor 

garantizado podrá solicitar a la autoridad jurisdiccional competente que libre orden de 

aprehensión y entrega del bien, con la simple petición del acreedor garantizado»; norma 

que guarda concordancia con el canon 57 ibídem al prever que «[p]ara los efectos de esta 

ley, la autoridad jurisdiccional será el Juez Civil competente», y el numeral 7° del precepto 

17 del Código General del Proceso el cual establece que los jueces civiles municipales 

conocen en única instancia de «todos los requerimientos y diligencias varias, sin 

consideración a la calidad de las personas interesadas».”. AC4431-2022. 
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Pues bien, tal tensión normativa ya fue zanjada por la Sala Civil de la 

Corte Suprema de Justicia, que justamente dirimiendo un conflicto de 

competencia de igual naturaleza explicó: 

 

“Así las cosas, el trámite de «aprehensión y entrega del bien» corresponde 
asumirlo al despacho judicial civil municipal, pero revélase la existencia de un 
vacío acerca de la competencia territorial, esto es, si prevalece el fuero que 
la asigna con base en el ejercicio de derechos reales o el señalado para la 
práctica de «diligencias especiales», por lo cual, se debe acudir al artículo 12 
de la obra en cita para satisfacer tal ausencia de regulación en casos 
análogos. 
 
“Por ende y en tanto los preceptos 57 y 60 de la ley 1676 de 2013 guardan 
relación con el numeral 7° del canon 28 del Código General del Proceso, se 
establece que la asignación de competencia se determina por la ubicación de 
los bienes muebles sobre los cuales se ejercen «derechos reales». 
 
“Por lo tanto, el procedimiento de «aprehensión y entrega del bien» 
corresponde asumirlo a los juzgados civiles municipales o promiscuos 
municipales donde estén ubicados los bienes objeto de garantía mobiliaria 
para el cumplimiento de la obligación, que en ocasiones no coincide con el 
lugar donde estos se encuentran inscritos, habida cuenta que la matrícula es 
un «[p]rocedimiento destinado a[l] registro inicial de un vehículo automotor 
ante un organismo de tránsito [en el que] se consignan las características, 
tanto internas como externas del vehículo, así como los datos e identificación 
del propietario», tal como lo establece el artículo 2° de la ley 769 de 2002; sin 
que ello implique una sujeción jurídica o material del rodante en dicha 
localidad; máxime si es un automotor que puede circular libremente en todo 
el territorio nacional.”. Comillas y cursiva en el texto original, subraya fuera de 
él. AC4431-2022. Ver también AC4326-2022 y AC519-2018.  

 

Bajo ese panorama, es del caso dirimir el conflicto determinando que 

es el JUZGADO DE SABANETA el competente para conocer del 

asunto, ya que revisado el expediente (demanda y anexos), se 

constata que el lugar de asiento del automotor pretendido es ese 

municipio, tal como aparece en la licencia de tránsito (matrícula), así 

como en el registro vehicular expedido por el RUNT6, y en todo caso, 

ídem municipio se refirió desde el acápite inicial de la solicitud, sin que 

la dirección de notificación sea determinante en las presentes, 

debiéndose también respetar la voluntad del interesado7. 

                                                 
6 Significa: REGISTRO ÚNICO NACIONAL DE TRÁNSITO. 
7 Se recuerda que el término “a prevención”, significa "que un juez conoce de una causa 

con exclusión de otros que eran igualmente competentes, por habérseles anticipado en el 
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Por lo analizado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín; 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: Dirimir el conflicto negativo de competencia planteado, 

disponiendo que corresponde conocer el presente 

asunto al JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO 

MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 

GARANTÍAS DE SABANETA, según lo motivado. 

 

SEGUNDO: Remítase el expediente al citado Despacho, y 

comuníquese esta decisión al JUZGADO SEGUNDO 

CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN y a la solicitante. 

 

Notifíquese, 

 

 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

                                                 

conocimiento de ella" (Corte Constitucional auto 044 de 1.995), o en otras palabras, “(…) 

Al juez corresponde ceñirse a lo manifestado por el demandante en el escrito introductor 

para efectos de establecer la competencia del mismo”. Sala Civil, auto AC291-2018. 


